
Psiquis Vol. IX/88 pgs. 300-313       Aspectos Legales de los Internamientos Psiquiátricos 

Página 1 de 17 

ASPECTOS LEGALES DE LOS INTERNAMIENTOS 
PSIQUIÁTRICOS 
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Resumen 
Se revisa la legislación española que regula los ingresos en unidades psiquiátricas, considerando 
especialmente lo que se refiere a los internamientos forzosos. Se describen las pautas de actuación del 
psiquiatra, que debe proceder, en todo caso, según su criterio clínico. En todo internamiento involuntario 
el juez debe ser notificado en las 24 horas siguientes, con objeto de obtener su autorización para dicho 
internamiento. Se establece la diferencia entre autorización judicial y orden judicial y se delimitan las 
responsabilidades y pautas de actuación del psiquiatra en cada caso. 

Abstract 
We review the legal regulations which apply to psychiatric committement in Spain. The psychiatrist has to 
proceed, in any case, according to his best clinical judgement, and notify the judge in 24 hours if he has 
to proceed to admit a patient without his consent. The authorization allows the psychiatrist to examine the 
patient and to admit hirn/her if needed. The order, which is usually issued in case of patients following 
legal proceedings, forces the psychiatrist to admit the patient. Other legal regulations are reviewed. 
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Introducción histórica 

La legislación vigente en España sobre 
el internamiento de enfermos mentales 
tiene su punto de partida en época moder-
na en la Ley de Beneficiencia de 1822, que 
se ocupa por primera vez de los derechos y 
deberes de los alienados. Pocas y disper-
sas son las disposiciones subsecuentes, 
hasta que el Decreto 105 de 3 de julio de 
1931 (con modificaciones introducidas por 
el Decreto 27 de mayo 1932 y la Orden 
Ministerial de 30 de diciembre de 1932) in-
tenta definir algo mas el panorama legislati-
vo. Este decreto, específicamente regula-
dor del tratamiento de los enfermos menta-
les, tiene un carácter progresista sobre la 
legislación anterior, aunque los cambios so-
ciales, las nuevas orientaciones terapéuti-
cas y las deficiencias de la infraestructura 
sanitaria pronto lo convierten en inadecua-

do. Tanto es así que muchos autores lla-
man pronto la atención sobre la insuficiente 
protección del enfermo mental frente a in-
ternamientos arbitrarios o por lo menos no 
del todo fundamentados (1, 2, 3, 4). 

En un intento de superar el problema se 
dictan múltiples disposiciones y leyes (Ley 
de Sanidad Nacional de 25 de noviembre 
de 1944; Ley de Hospitales de 21 de julio 
de 1967; Decreto de 24 de mayo de 1943, 
sobre Dispensarios de Higiene mental; Ley 
de Vagos y Maleantes de 4 de agosto de 
1933, sustituida por la Ley de Peligrosidad 
y Rehabilitación Social de 4 de agosto de 
1970, posteriormente modificada por la Ley 
77/1978 de 28 de noviembre, cuyos artícu-
los 3 y 5 aluden a las consecuencias de la 
enfermedad mental (5) entre otras, que jun-
to al articulado contenido en el Código Civil 
(arts. 213 y siguientes) y en el Código Pe-
nal (art. 98 especialmente) encuadran el  
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panorama legislativo español vigente en el 
momento. A pesar de todo, la situación si-
gue siendo tan insatisfactoria que López 
Barja de Quiroga puede afirmar: «El inter-
namiento por causas médicas ha sido utili-
zado por vía espúrea para obtener una re-
clusión de la persona, sin delito, sin proce-
so y sin pena» (6). 

En el Convenio Europeo para la Protec-
ción de los Derechos Humanos y de las 
Libertades Fundamentales de 4 de noviem-
bre de 1950, se hace mención expresa a 
esta cuestión, cuando en su artículo 5, dice: 
"Toda persona tiene derecho a la libertad y 
a la seguridad. Nadie puede ser privado de 
su libertad, salvo en los casos siguientes y 
con arreglo al procedimiento establecido 
por la Ley:... Si se trata de un Internamiento 
conforme a derecho de... un enajenado, ...» 
La idea fundamental que subyace en el tex-
to es la de considerar el internamiento co-
mo una privación de libertad, regulando la 
protección jurídica del enajenado. 

No obstante, en el ordenamiento jurídico 
español se seguía contemplando al enfer-
mo mental como sujeto peligroso, y prueba 
de ello, como dice Bercovitz (7), es su equi-
paración a los animales feroces o dañinos a 
la hora de castigar la falta de diligencia en 
su custodia; equiparación que se ha venido 
manteniendo en todas las modificaciones 
del Código Penal desde 1848, desapare-
ciendo finalmente en la Reforma de 1983. 

A semejante estigmatización, se añadía 
un importante grado de indefensión del en-
fermo mental. Tanto el Código Penal como 
el Código Civil y la Ley de Peligrosidad y 
Rehabilitación Social, necesitaban una ur-
gente reforma, que había de pasar indefec-
tiblemente por la derogación del Decreto de 
3 de julio de 1931, vigente por más de 50 a-
ños en nuestro país. 

Marco legislativo actual 
La Constitución de 6 de diciembre de 

1978 (arts. 17, 24, 43) viene a significar el 
punto de partida de una amplia reforma le-
gislativa, que todavía se hará, sin embargo, 
esperar algunos años. El cambio de la 
situación de los enfermos mentales dentro 
del marco del ordenamiento jurídico espa-
ñol no se produce hasta el año 1983, en 
que se realizan las siguientes reformas le-
gislativas, actualmente base del tratamiento  

jurídico del enfermo mental: 
1. Reforma parcial y urgente del Código 

Penal: Ley Orgánica 8/83 de 25 de junio, 
que viene a modificar artículos tan impor-
tantes para el enfermo mental y su con-
sideración como los arts. 8 y 9 (derogando 
también el párrafo 1 del art. 580) (8). A par-
tir de este momento, los Jueces y Tribuna-
les disponen de recursos para individualizar 
la Pena, ajustándola a las circunstancias de 
cada sujeto, y enfocándose hacia la recu-
peración/rehabilitación del individuo (objeti-
vo siempre principal en la Justicia). 

2. La Ley 13/1983 de 24 de octubre, de 
Reforma del Código Civil en materia de Tu-
tela (9), viene a modificar dos transcenden-
tales aspectos: 
a)  Los Internamientos Psiquiátricos, dero-

gando (art. 2, párrafo 2) el Decreto de 3 
de julio de 1931, y regulando los interna-
mientos por el art. 211, del que hablare-
mos en detalle más adelante. 

b) La Incapacitación Civil y Tutela, remode-
lando el texto legal, y regulando las con-
diciones, requisitos y procedimientos pa-
ra la incapacitación, de una forma más 
elaborada y acorde a la problemática del 
sujeto. 

Protección e individualización son las dos 
grandes líneas trazadas en el año 1983 en 
cuanto a la consideración del enfermo men-
tal y de las repercusiones de su diagnóstico 
e internamiento. 

Un año más tarde, se regula el procedi-
miento de Habeas Corpus ( Ley Orgánica 
6/1984 de 24 de mayo) salvaguardando de 
este modo la libertad personal frente a la 
eventual arbitrariedad de los poderes públi-
cos (10). Textualmente, el art. 1 de la Ley 
dice: «Mediante el procedimiento del 'Ha-
beas Corpus' regulado en la presente Ley, 
se podrá obtener la inmediata puesta a dis-
posición de la autoridad judicial competente 
de cualquier persona detenida ilegalmen-
te». A los efectos de esta Ley, se conside-
ran personas ilegalmente detenidas: «las 
que estén ilícitamente internadas en cual-
quier establecimiento o lugar». 

Con la Ley Orgánica 6/1985 de 1 de julio 
de 1985 (Ley Orgánica del Poder Judicial) 
se regula todo lo concerniente a los juzga-
dos de Vigilancia Penitenciaria, desapare-
ciendo los de Peligrosidad Social (11), y a-
briendo la puerta hacia futuras y previsi-
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bles modificaciones en lo referente a la Ley 
77/1978 de 28 de diciembre todavía vigente 
(Ley de Peligrosidad y Rehabilitación So-
cial). 

Con estas sustanciales reformas, el en-
fermo mental queda jurídicamente protegi-
do, tanto en el orden penal como en el civil. 
Desde el punto de vista Penal se instauran 
una serie de medidas cuya finalidad es el 
tratamiento y reinserción del paciente en su 
medio ambiente, dando una mayor impor-
tancia al objetivo terapéutico, sin menosca-
bar el aseguramiento o protección social. 
Por otra parte, de acuerdo a la exposición 
de motivos de la Ley, el aseguramiento so-
cial y la protección de la comunidad no han 
de requerir siempre, necesariamente, la pri-
vación de Libertad. 

En el orden civil se otorga papel priorita-
rio al Juez, quedando supeditados los facul-
tativos y los familiares del paciente a las 
decisiones de aquél en materia de Interna-
mientos. Asimismo, se articulan los procedi-
mientos a seguir en materia de Incapacita-
ción y Tutela (121. 

Aunque estas reformas suponen mejo-
ras que tienen repercusiones fundamenta-
les en el ámbito jurídico de la enfermedad 
mental, quedan aún por resolver graves 
problemas de orden social, que se resumen 
en dos (rases que no haremos sino enun-
ciar: «La estigmatización de la enfermedad 
mental pone en marcha mecanismos de ne-
gación, y éstos perpetúan la ignorancia, la 
cual impide superar la estigmatización» 
(13), y «Las primeras razones para la mar-
ginación del Enfermo Mental se encuen-
tran, paradójicamente, en actitudes irracio-
nales de los oficialmente sanos (14). Sin 
querer ahondar más en perspectivas psico-
sociales en este trabajo, y aunque nos cen-
traremos exclusivamente en los aspectos 
legales del Internamiento Psiquiátrico, debe 
quedar claro que las modificaciones lega-
les, por sí solas, no pueden sustituir la ne-
cesaria educación de las autoridades, per-
sonal sanitario y público en general con 
respecto a la enfermedad mental (14). 

A continuación, trataremos de abordar la 
amplia gama de situaciones planteables, 
muchas de las cuales crean conflictos por 
la presión a que se ve sometido el médico o 
porque determinan situaciones comprometi-
das en la interrelación entre el criterio médi-

co y el judicial. La situación en sí es alta-
mente paradójica, puesto que el interna-
miento involuntario confronta, como dice 
Calcedo Ordóñez, libertad con restricción, 
ayuda con coacción, terapia con control, 
contención con protección, necesidad con 
conveniencia y, en último término, capaci-
dad de gobernarse a sí mismo frente a tute-
la o incapacidad (15). 

En cuanto a las ventajas y desventajas 
que dimanan de la intervención prioritaria 
de la figura de la Autoridad Judicial en el 
tema de los Internamientos, no entraremos 
de momento, ya que es lo suficientemente 
amplio como para motivar otro trabajo. Bas-
te decir que son muchos los países en que 
la Autoridad Judicial no interviene en los in-
ternamientos psiquiátricos, lo cual puede 
tener, según el país, repercusiones diame-
tralmente opuestas en la protección de de-
rechos humanos (el lector interesado puede 
consultar las referencias 16, 17, 18, 19, 20, 
21, 22). 

Por último, es preciso tener en cuenta 
que la formación, puntos de vista y hasta el 
mismo lenguaje de Psiquiatras y Juristas 
son muy distintos en cuanto a su concep-
ción y acercamiento a la enfermedad men-
tal. Por ello, resulta obvia la necesidad del 
estudio multidisciplinario conjunto de este 
tema, única vía para lograr un enfoque uni-
tario del problema. 

Tipos de internamiento psiquiátrico 
Según la participación o aceptación del 

ingreso psiquiátrico por parte del paciente, 
pueden considerarse los siguientes tipos de 
internamientos: 

I. Ingresos voluntarios 
El ingreso voluntario se define como «In-

ternamiento no judicial que se establece 
por contrato entre el paciente y la Institu-
ción» (22). Este contrato terapéutico implica 
que el paciente puede abandonar el trata-
miento y pedir voluntariamente el alta, lo 
que es preceptivo conceder, ya que no se 
le puede retener en contra de su voluntad 
sin previa autorización judicial (23). 

Sin embargo, si durante la permanencia 
del enfermo en el Centro Psiquiátrico se 
produjera empeoramiento del cuadro que 
motivó su ingreso, el paciente anulara su 
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voluntad previa, y el médico responsable 
considerara imprescindible continuar su 
hospitalización, deberá comunicárselo al 
Juez en menos de 24 horas. La hospitaliza-
ción voluntaria se convierte en involuntaria 
y la situación es idéntica a la del paciente 
«ingresado por la vía de urgencia», que 
detallaremos más adelante. Por otra parte,. 
según la Fiscalía General del Estado y 
puesto que la voluntad inicial legitimadora 
del ingreso voluntario ha de estar exenta de 
vicios que la invaliden, en aquellos casos 
en que se dude de la absoluta voluntarie-
dad del paciente, deberá actuarse de la 
misma manera (24). 

II. Internamientos psiquiátricos forzosos 
Dentro de la problemática jurídico- asis-

tencial del enfermo mental, los Internamien-
tos Forzosos, son sin duda, el tema de ma-
yor polémica y el que más problemas sus-
cita en un Hospital Psiquiátrico. 

La decisión de proceder al ingreso forzo-
so urgente de un enfermo mental involucra, 
no sólo al paciente, sino también a la fami-
lia y a la autoridad judicial. El psiquiatra de 
guardia puede fácilmente verse en una si-
tuación comprometida, que además se 
complica por el déficit de la red asistencial 
(falta de camas, personal inexperto, etc.) y 
por la propia psicopatología del paciente. 
Trataremos de abordar el tema de la mane-
ra más práctica posible, enfocándolo hacia 
el psiquiatra de guardia, es decir, hacia 
aquel que se enfrenta directamente con el 
problema, y ha de solucionarlo de una for-
ma o de otra. 

(Dejaremos de momento aparte el tema 
de los criterios clínicos de internamiento 
forzoso, que sobrepasa los objetivos de es-
te trabajo, dando por supuesto que todo 
psiquiatra en ejercicio tiene bien claras las 
circunstancias clínicas que deben motivar 
esta acción). 

Distinguimos dos tipos de Internamien-
tos Forzosos: 
1. Internamientos civiles (con Autorización 

Judicial). 
2. Internamientos penales (por Orden Ju-

dicial) 
2a) Internamientos forzosos de enfermos 

mentales absueltos o condenados con 
atenuantes. 

2b) Internamientos forzosos de personas 
en espera de ser juzgados (preventi-
vos). 

2c) Internamiento forzoso de penados, pre-
sos, detenidos. 

1) Internamientos civiles 
Proceder general del Psiquiatra en los inter-
namientos civiles 

Según vimos en la sección destinada a 
considerar el marco legislativo actual, este 
tipo de internamientos forzosos viene regu-
lado por el art. 211 del Código Civil, que 
puede consultarse en el apéndice. 

Un enfermo mental puede acudir a una 
unidad de Psiquiatría de un hospital o a un 
hospital psiquiátrico para su ingreso con 
autorización judicial o sin ella (es preciso 
hacer una primera reflexión sobre el hecho 
de que, en este tipo de internamiento, la 
Ley no contempla la Orden Judicial, sino la 
Autorización). 

a) Si acude sin autorización judicial, lle-
vado por la familia, amigos, o incluso la po-
licía, ...etc., el psiquiatra de guardia, tras re-
conocerlo adecuadamente, decide si proce-
de o no su ingreso. El examen psicopatoló-
gico debe hacerse en el recinto hospitala-
rio, y en ningún caso parece obligado ni ra-
zonable que el psiquiatra de guardia se 
traslade a un domicilio, especialmente te-
niendo en cuenta que debería, para ello, 
abandonar sus responsabilidades profesio-
nales en el centro hospitalario donde ejer-
ce. Pensamos, sin embargo, que debe a-
consejar y asesorar a los allegados, acla-
rando que no puede asumir el cuidado del 
paciente hasta que no esté físicamente en 
el centro. En caso de necesidad, la inter-
vención se llevará a cabo por las Fuerzas 
de Seguridad, trasladando al presunto en-
fermo mental a la Institución, de acuerdo a 
sus responsabilidades en base a la Ley Or-
gánica 2/1986 de 13 de marzo (25). Tras 
decidir su ingreso, se deberá en menos de 
veinticuatro horas dar comunicación al Juez 
de Guardia. Aunque no está claro quien 
tiene que comunicarlo, y la Ley puede inter-
pretarse en el sentido de que es la Institu-
ción, o sea, el Director del Hospital, quien 
debe hacerlo, nosotros recomendamos 
que, si el médico que hace el ingreso tiene 
dudas sobre la agilidad burocrática del Hos-
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pital, sea él mismo quien haga la comunica-
ción al Juez en el momento del ingreso. Co-
mo inciso podemos agregar que todos los 
hospitales que puedan recibir este tipo de 
pacientes están obligados a instrumentar 
un procedimiento para facilitar el cumpli-
miento de esta obligación legal. No están 
tampoco muy claros los criterios procesales 
de competencia territorial en estos ingresos 
urgentes, por lo que parece que la comuni-
cación al Juzgado de Guardia correspon-
diente al Centro es lo más razonable y e-
fectivo (3, 26). 

Cumplido el requisito legal, el paciente 
queda ingresado y sometido al tratamiento 
pertinente. En el caso siempre posible de 
que el enfermo se evadiera del centro, de-
be comunicarse el hecho inmediatamente 
al Juez. Si el enfermo evadido ocasionara o 
se viera envuelto en un accidente o delito, 
es muy probable que se abra una investiga-
ción para esclarecer lo sucedido; en este 
supuesto, sentada la base de que la custo-
dia no es un cometido médico, no pensa-
mos que haya lugar a responsabilidades le-
gales, siempre que el psiquiatra haya pues-
to en práctica las precauciones debidas al 
caso. Ahora bien, si se demostrara una im-
prudencia o negligencia manifiesta, es posi-
ble que se exijan las responsabilidades de-
bidas, siempre en relación con la magnitud 
de la imprudencia o negligencia. 

Una vez que el paciente responde ade-
cuadamente al tratamiento, y finalizada en 
consecuencia la indicación médica de inter-
namiento, se deberá, previo informe y co*-
municación al Juez, procederse al alta. No 
cabe duda, como dice Romeo Casabona 
(12) que el alta médica puede decidirla el 
facultativo por sí mismo, sin consultar al 
Juez. En ocasiones, sin embargo, el Médi-
co Forense puede ser enviado por el Juez 
al Hospital con objeto de examinar al pa-
ciente y evaluar su estado, por lo cual es 
siempre prudente solicitar la conformidad 
expresa del Juzgado en casos conflictivos o 
tras internamientos de larga duración. En 
los casos más normales, (como por ejem-
plo, internamientos breves de enfermos no 
agresivos ni suicidas, que responden bien 
al tratamiento, y cuentan con buen apoyo 
familiar), puede procederse al alta, previa 
comunicación por escrito al Juez. Lo habi-
tual en esta situación es que se archive el 

Expediente de Internamiento, sin más inter-
vención judicial. En este sentido, y como 
ejemplo ilustrativo, señala el Fiscal de Jaén 
que, en la práctica, la salida de los interna-
dos en el Sanatorio Psiquiátrico de su pro-
vincia se produce sin intervención Judicial, 
habiéndose aceptado esta solución, siquie-
ra sea tácita, por la Fiscalía y los Juzgados 
de la Capital (24). En esta misma línea se 
pronuncia 0'Callaghan: «Aunque se ha di-
sentido en ocasiones al respecto, si el mé-
dico o el centro médico decide poner fin al 
internamiento, lo hace, y lo pone en conoci-
miento del Juez, éste archiva el expediente. 
No es preciso la Autorización. El Juez es el 
garante del derecho a la libertad, pero no el 
supervisor del tratamiento médico (27). 

Si tras el examen del paciente el psiquia-
tra de guardia considera que su condición 
clínica no constituye indicación de ingreso, 
debe proceder en consecuencia, ofreciendo 
sin embargo su apoyo y asesoramiento a 
los acompañantes, y recomendando el tra-
tamiento alternativo que sea oportuno. A 
pesar de ello, siempre es posible que la fa-
milia, amigos, etc., acudan al Juzgado de 
Guardia para que el Juez autorice el ingre-
so, lo cual, a diferencia de lo que ocurre en 
otros países, puede un Juez español deci-
dir sin que exista un informe médico previo. 
El psiquiatra de guardia debe actuar siem-
pre conforme a su mejor criterio clínico, sin 
olvidar que sus intervenciones, tanto con 
respecto al paciente como a sus allegados, 
han de estar siempre guiadas por una in-
tención terapéutica y orientadas al mayor 
beneficio del paciente. Por ello debe evitar 
dos situaciones extremas: La primera es la 
dejación de su responsabilidad cuando no 
ingresa a un enfermo que, según su propio 
criterio clínico debe ser ingresado, so pre-
texto que los familiares deben obtener una 
autorización judicial previa. La segunda es 
rechazar un ingreso improcedente sin ase-
sorar ni ofrecer alternativas a los familiares, 
o, lo que es peor, creando con ellos una si-
tuación de enfrentamiento. 

Por otra parte, siempre existe la posibi-
lidad de que, una vez negado el ingreso, el 
paciente ocasione un incidente, delito o 
cualquier otro hecho imprevisible, supuesto 
en el cual, y para no repetir lo indicado más 
arriba, hay que subrayar la siguiente idea: 
creemos que es pensamiento general que 
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el criterio médico es el que decide sobre la 
necesidad o no del internamiento de una 
persona, una vez realizada la exploración 
oportuna y toda vez que se han tomado las 
medidas que el saber médico, sentido co-
mún y prudencia dicten en relación con el 
caso. Por lo tanto, toda investigación judi-
cial sobre las posibles consecuencias de 
una decisión médica habrá de asumir el 
riesgo que todo ejercicio profesional lleva 
inherente. La situación es idéntica a la que 
se plantea en jurisprudencia cuando un 
juez dicta una sentencia que no es justa, la 
cual se apela, y, si se demuestra su error, 
se rectifica sin más consecuencias, que-
dando asumido el riesgo profesional que el 
juzgar conlleva. Sin embargo, si un Juez 
dictara una sentencia negligente y manifies-
tamente injusta, es también cierto que se le 
exigirán las responsabilidades legales opor-
tunas (8, pág. 160-161), lo mismo que ocu-
rrirá con el médico que actuara de igual 
manera. 

b) Si el enfermo acude con autorización 
judicial, la sistemática a seguir está en rela-
ción con el texto de la autorización judicial. 
Por ello, lo primero que debe hacer el psi-
quiatra de guardia es leerla atentamente. 
Lo más frecuente, suele ser encontrar un 
texto del siguiente estilo: 

« ... Que  si  el  psiquiatra de  guardia  lo 
 estima conveniente, se proceda al ingreso 
del enfermo, procedimiento a su alta cuan-
do cese la necesidad de hospitalización..».  

En este supuesto, el Juez ha delegado 
en el psiquiatra de guardia la capacidad de 
decisión en el asunto y de esa manera de-
berá actuar. 

Pero también puede ser que el tono de 
la autorización judicial sea: «... he ordenado 
internamiento de ...» ó «... que no proceda 
a dar alta hasta que se autorice judicial-
mente», o incluso «... ordeno que dicho in-
terno no sea dado de alta sino con expresa 
autorización judicial, incurriendo en su de-
fecto en responsabilidades penales a que 
hubiere lugar en derecho...» etc. No es el 
objetivo de este trabajo entrar en discusión 
sobre la licitud o no de este tipo de «autori-
zaciones» judiciales en los internamientos 
civiles, aunque si hemos de recalcar que el 
artículo 211 del Código Civil habla de 
«autorización» y no de «Orden» Judicial, a 
diferencia de lo que ocurre con los ingresos 

previstos por el Código Penal. Sin embar-
go, parece prudente adaptar la sistemática 
a seguir por el psiquiatra de guardia con el 
tenor de la autorización judicial. En el caso 
de la «autorización» judicial en la que el 
psiquiatra, tras valorar correctamente al 
enfermo, llega a la conclusión de que no 
existe motivo médico alguno que justifique 
el internamiento psiquiátrico, puede poner-
se en contacto (telefónico incluso) con el 
Juez, explicandole la improcedencia médi-
ca del internamiento, lo cual soluciona el 
pro-blema en la mayoría de los casos. Pero 
si, aún así, el Juez insiste en ordenar el in-
ternamiento, es mejor acatar la orden e in-
ternar al paciente para estudio más detalla-
do y recabar la opinión clínica de otros psi-
quiatras. Si el médico sigue convencido de 
la improcedencia clínica de este acto, debe 
ponerlo en conocimiento de la Fiscalía de la 
Audiencia Provincial correspondiente, soli-
citando que se investigue la situación, por 
tratarse de un ingreso indebido. 
En resumen, 
-  El internamiento forzoso de un enfermo 

mental en un acto médico sujeto a con-
trol judicial por la vía de la autorización, 
cumpliendo los requisitos establecidos 
en el art. 211 del Código Civil. 

-  Lo mismo puede decirse en relación al al-
ta, a la que se procede cuando no es ne-
cesario el internamiento y después de 
comunicación al Juez. 

- Todas las eventualidades que pudieran 
presentarse, deben comunicarse INME-
diatamente al Juez. 

-  El Juez recabará información sobre la ne-
cesidad de proseguir el internamiento 
cuando lo crea pertinente, y en todo ca-
so, cada seis meses (28, 29, 30). 
No queremos concluir esta parte gene-

ral, sin reflejar la impresión de que entre 
jueces y psiquiatras debe existir, y de he-
cho existe en la mayor parte de los casos, 
un afán de colaboración mutua en cuanto a 
los internamientos forzosos. En los raros 
casos en que tal relación no sea fluida, hay 
que pensar en acercar posiciones, para que 
podamos afirmar sin dudas que la antigua 
frase de F Dorado Montero: «La hostilidad 
con que se miran recíprocamente y habi-
tualmente los jueces penales y los peritos 
médicos, sobre todo los Psiquiatras, tienen 
raíces hondas». (Los peritos y médicos y la 
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Justicia Criminal». Madrid 1905, pág. 17) 
no es sino una reliquia del pasado, y más 
aún en asuntos civiles (31). Como señala 
Hiday una reglamentación justa debe lograr 
que la sociedad impida la enemistad entre 
psiquiatras, abogados y jueces, perciba la 
enfermedad mental como un problema mé-
dico, respete a los psiquiatras como exper-
tos en el campo de la enfermedad mental y 
acepte el papel de la hospitalización dentro 
del tratamiento del enfermo mental (32). 

Casos especiales: el enfermo tutelado 
Aunque lo fundamental ha quedado di-

cho, hemos de considerar también la posi-
bilidad del enfermo mental que, previamen-
te incapacitado, es llevado al Hospital Psi-
quiátrico para su internamiento forzoso. 

Todas las consideraciones hechas en el 
apartado anterior sobre la conducta a se-
guir por el psiquiatra de guardia son super-
ponibles aquí, siendo necesario solamente 
matizar algunas de las nuevas eventualida-
des que se pueden presentar cuando el pa-
ciente tiene un tutor, y sus posibles conse-
cuencias legales: 

1. Si el representante o Tutor de un en-
fermo mental declarado incapaz está de a-
cuerdo y conforme con el criterio del psi-
quiatra de guardia de ingresar al paciente, y 
teniendo en cuenta que el artículo 271-1 del 
Código Civil, dice: « El tutor necesitará 
Autorización Judicial: ... Para internar al tu-
telado en un establecimiento de salud men-
tal o de educación o de formación espe-
cial...», el psiquiatra de guardia deberá co-
municar el ingreso al Juez, de la misma ma-
nera que si se tratara de un enfermo mental 
que no ha sido declarado incapaz. Es decir, 
a pesar de que el tutor esté de acuerdo, es-
to no convierte el internamiento en volunta-
rio, puesto que la necesidad de autoriza-
ción judicial sigue existiendo. Por otra par-
te, según el art. 269 del Código Civil: «El 
Tutor está obligado a velar por el tutelado, y 
en particular:... 4.- A informar al Juez anual-
mente sobre la situación del menor o inca-
pacitado...» o sea, que el tutor tendrá que 
realizar su propia comunicación indepen-
diente sobre el ingreso. 

2. Si el tutor no está de acuerdo con el 
criterio de ingreso, y, sin embargo, el médi-
co lo estima indicado, es importante cono-
cer tres cuestiones: 

Primera: El tutor no tiene la capacidad 
legal de decidir si el enfermo mental inca-
paz debe o no ingresar. 

Segunda: Si el tutor, a la vista de que el 
internamiento se ha producido en contra de 
su voluntad, acude al Juzgado y denuncia 
al médico por internamiento indebido, se 
abrirá un procedimiento de «Habeas Cor-
pus» y posiblemente, el Juez, acompañado 
por el médico forense, se personará en el 
centro hospitalario y hablará con el psiquia-
tra de guardia en primer lugar (con la per-
sona que ha procedido al internamiento su-
puestamente indebido) o como dice la Ley 
en su art. 7.2 el Juez oirá al representante 
de la institución o persona que hubiere or-
denado la detención, y comprobada la indi-
cación de ingreso, concluirá el procedi-
miento (dura un máximo de veinticuatro ho-
ras). Dependiendo del caso, podrían exigir-
se responsabilidades penales al tutor, si se 
aprecia falsedad o mala fe en el caso. 

Como ilustración, veamos un fragmento 
de la Sentencia del Tribunal Supremo de 21 
de octubre de 1971, sobre detención ilegal: 
«... no se produce, sin embargo, cuando en 
contra de su querer, es internado en un es-
tablecimiento psiquiátrico, con el solo pro-
pósito de su sanidad mental que se estima 
alterada, porque en este caso, no tiene la 
reclusión por causa el ánimo ilícito de ata-
car la libertad personal y suprimir el espon-
táneo movimiento de quien es afectado por 
una medida que por humanitaria se adopta, 
ni siquiera en el supuesto de que en el 
diagnóstico se yerre, si éste se hizo de bue-
na fe y en la inteligencia de ser fundado...» 
(33). 

Tercera: debe quedar claro que siempre 
debe primar el criterio médico, y que se 
incurrirá en responsabilidad si no se ejerce 
dicho criterio. Por ejemplo, si el tutor se o-
pone frontalmente, y por fin no se ingresa al 
paciente, es posible, sobre todo si sucede 
un hecho luctuoso, que se exijan responsa-
bilidades al médico que accedió, en contra 
de su propio criterio clínico, a dejar al 
paciente sin ingresar por complacer al tutor. 

3. El tutor solicita el ingreso del paciente, 
y el médico, tras examinarlo adecuadamen-
te, estima que no es necesario. En este ca-
so, el paciente no debe ser ingresado, si-
guiéndose las mismas precauciones y con-
ducta ética que hemos recomendado cuan-
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do se presenta un caso análogo en un en-
fermo no tutelado. Si, por complacencia o 
ignorancia, el psiquiatra procediera a efec-
tuar un ingreso en contra de su criterio mé-
dico, plegándose a la petición del tutor, in-
currirá en responsabilidad, tal como se e-
nuncia en el punto 7 de la «Declaración de 
Hawaii»: «El psiquiatra no debe, bajo nin-
gún concepto, utilizar los instrumentos de 
su profesión cuando se haya descartado la 
existencia de enfermedad psiquiátrica. Si 
un enfermo o terceros, solicitan del psiquia-
tra acciones contrarias al conocimiento 
científico o principios éticos, éste rehusará 
su cooperación» (34). 

En todo caso, cualquiera que fuera el su-
puesto, el médico debe actuar siempre se-
gún su mejor criterio clínico, tomar siempre 
las precauciones debidas al caso, y cumplir 
los requisitos legales. Todo esto cumplido, 
no pueden derivársele problemas legales, 
ya que al médico no se le exige de ninguna 
manera que sea perfecto, y nunca yerre en 
sus decisiones, es decir, siempre existe un 
riesgo profesional asumido. En esta misma 
línea de pensamiento, se pronuncia Max 
Hamilton (35). 

En resumen: 
- Siempre debe primar el criterio médico. 
- El representante o tutor (sea padre, ma-

dre, etc.) no tiene capacidad para inter-
nar a su tutelado en un centro psiquiá-
trico y por extensión, tampoco la tiene 
para oponerse al criterio médico. 

- Sea cual sea el camino por el que el psi-
quiatra llega a la decisión del ingreso de-
be comunicárselo al Juez en menos de 
24 horas. 

Repercusiones legales del procedimiento 
que se promueve para lograr la autoriza-
ción judicial con el fin de proceder a un in-
ternamiento forzoso 

Es importante tener en cuenta, que el 
mero hecho de solicitar una autorización ju-
dicial para proceder a un ingreso involunta-
rio puede poner en marcha una cadena de 
acontecimientos legales que es razonable 
conocer. Si el Juez ha emitido un Auto de 
Internamiento, este hecho puede ser (por la 
vía del art. 202 y 203 del Código Civil) el 
comienzo de un procedimiento de incapaci-
tación, y mientras dure dicho trámite, se 

considera al Juez como tutor del presunto 
incapaz. 

El procedimiento de incapacitación sigue 
su curso con la notificación al Ministerio Fis-
cal y la recolección por parte del Juzgado 
de cuantos informes clínicos, facultativos, 
sociales, ...etc., estime oportunos. Si el 
Juez lo considera de derecho, dictará sen-
tencia de Incapacidad, con nombramiento 
de tutor o bien rehabilitación de la patria po-
testad si viven los padres del incapaz ma-
yor de edad. Dicha incapacitación es rever-
sible, ya que puede instarse una nueva de-
claración que tenga por objeto dejar sin 
efecto o modificar el alcance de la incapaci-
tación ya establecida. Tan sólo un órgano 
jurisdiccional puede decretar la incapacita-
ción de una persona, y lo hará en virtud de 
Sentencia, que decretará la incapacitación, 
fijando asimismo si es total o parcial, deter-
minando la extensión y límites de ésta, así 
como el régimen de tutela o guarda a que 
haya de quedar sometido el incapacitado 
(27). 

La sentencia dictada supone la termina-
ción normal del proceso y constituye la in-
capacidad, debiendo inscribirse en el Re-
gistro Civil, donde constará igualmente el 
nombre del tutor o la rehabilitación de la pa-
tria potestad en su caso. 

Este procedimiento de incapacitación 
puede seguir a cualquier tipo de interna-
miento involuntario en centro psiquiátrico, 
ya sea éste público, privado o particular. 

Aunque no queremos entrar en disquisi-
ciones jurídicas que no nos corresponden, 
nos parece oportuno dejar planteado algún 
interrogante: Puesto que la incapacitación 
de una persona no conlleva el internamien-
to en un Hospital Psiquiátrico de la misma, 
sorprende que el internamiento de un enfer-
mo mental sea motivo para iniciar un expe-
diente de incapacitación, sobre todo si nos 
atenemos al criterio del Tribunal Supremo 
cuando dice: «... La capacidad mental se 
presume mientras no se destruya por una 
prueba concluyente en contrario, requirién-
dose en consecuencia una cumplida de-
mostración mediante una adecuada prueba 
directa...» (36). En efecto, no todo enfermo 
mental es necesariamente incapaz. La in-
capacitación se produce cuando el enfermo 
«es incapaz para gobernarse a sí mismo» 
(art. 200), siendo ésta una cuestión de 
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hecho que ha de resolver el Tribunal (24). 
Como dice Bercovitz: «El ordenamiento ju-
rídico, debe determinar con claridad y segu-
ridad cuando un sujeto es capaz y cuando 
no lo es» (27). 

Breve referencia al caso de menores 
El menor de edad no se desenvuelve por 

sí mismo, sino que otros cuidan de él, en su 
persona y en su formación: son los padres, 
titulares de la patria potestad, o en su de-
fecto, el tutor controlado por la Autoridad 
Judicial. En la esfera jurídica, el menor, fal-
to de la capacidad de obrar, precisa tam-
bién que otro (padres o tutor) actúe en su 
nombre. Con la misma lógica, los menores 
en situación de desamparo también se en-
cuentran sometidos a tutela, que el Juez 
habrá de determinar (39). Si se trata de un 
menor incapaz, se unen aspectos de uno y 
de otro tipo de tutelaje (38). El caso del me-
nor, es excepcional desde el punto de vista 
de su incapacitación: si el presunto incapaz 
es un menor de edad (art. 201) su incapaci-
tación (art. 205) sólo podrá ser solicitada 
por quienes ejercen la patria potestad o la 
tutela. Es una lógica consecuencia, como 
apunta O'Callaghan, de la excepcional si-
tuación que se plantea cuando se trata de 
incapacitar a un incapaz: cabe hacerlo, pe-
ro sólo instado por los padres o el tutor que 
podrán prorrogar su patria potestad (art. 
171) o su tutela (art. 278) (27). 

2. Internamientos penales 
A diferencia de los Internamientos Civi-

les, los Internamientos Forzosos Penales 
se producen por una Orden Judicial. 

Los caminos, por los que un enfermo 
mental puede llegar a un Hospital Psiquiá-
trico por mandato judicial, son tres: 

A) Tras ser absuelto por apreciación de exi-
mente o condenado con atenuante: 
Teóricamente sólo podrían ser interna-

dos en los dos únicos hospitales peniten-
ciarios existentes en España: Madrid y Ali-
cante, ambos dependientes de la Dirección 
General de Instituciones Penitenciarias del 
Ministerio de Justicia. Algunos factores in-
fluyen para que no sea así: - La insuficiente 
adecuación de dichos centros; - La caren-
cia de plazas reales; - Una cierta «tenden-

cia descentralizadora» en este sentido; - El 
desarraigo en el contexto socio-cultural y 
familiar, que para el enfermo mental supon-
dría el traslado a dichos centros, con sus 
repercusiones nocivas en la evolución de 
su patología mental... La Comisión de Le-
gislación de la Asociación Española de 
Neuropsiquiatría, al estudiar las condicio-
nes de los enfermos judiciales internados 
en hospitales psiquiátricos penitenciarios o 
en unidades especiales de otros Hospitales 
Psiquiátricos abunda en estos hechos y 
concluye que: «En los casos en que fuera 
imprescindible el Internamiento (voluntario, 
involuntario o por Orden Judicial) éste de-
bería hacerse atendiendo al régimen gene-
ral hospitalario, en igualdad de condiciones 
con los demás pacientes, que, ha de supo-
nerse, estará pensado del mejor modo po-
sible, con vistas a cumplir su finalidad pri-
mordial: que el paciente reciba las atencio-
nes terapéuticas más convenientes para la 
solución de su problemática y todo ello im-
plica, por descontado, la ausencia de custo-
dia judicial (40, 41, 42, 43). 

Así, de hecho, el Tribunal podrá decretar 
el internamiento en alguno de los hospitales 
comprendidos en las categorías siguientes 
(31): 

1. En las Salas Psiquiátricas de los Hos-
pitales Provinciales. 

2. En los Hospitales Psiquiátricos Provin-
ciales. 

3. Dado que el art. 8-1 del Código Penal 
hace referencia a la potestad del Juez para 
determinar el ingreso en « establecimientos 
destinados a los enfermos de aquella cla-
se», sin mencionar expresa ni exclusiva-
mente a los centros sanitarios hospitalarios, 
podrán tenerse en cuenta por la Autoridad 
Judicial todos los dispositivos asistenciales 
de las distintas Administraciones Públicas 
(Residencias asistidas, Centros ocupacio-
nales,...) (25). 

Llegado el momento del alta clínica, se 
comunicará al Órgano Judicial, que adopta-
rá la medida que estime procedente confor-
me a derecho. Si la Autoridad Judicial con-
sidera que existen objetivos de protección 
social que aconsejan que el enfermo no se 
integre a su medio social habitual, está cla-
ro que tales objetivos no son la responsabi-
lidad ni la competencia del sistema sanita-
rio (25). 
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En el caso de que se decrete la medida 
de sumisión a tratamiento ambulatorio, el 
Tribunal decretará qué Centro asumirá tal 
función así como la periodicidad con la cual 
deberá informar de la evolución del estado 
del enfermo. 

Un problema frecuente es que, en mu-
chos casos, los informes psiquiátricos remi-
tidos por la Dirección médica a los respecti-
vos Juzgados no obtienen respuesta. Este 
hecho, que puede ser un reflejo de la difícil 
organización de una Justicia saturada de 
trabajo y pobre de recursos, repercute la 
mayor parte de las veces en la prolonga-
ción innecesaria de internamientos psiquiá-
tricos. Es posible que la solución requiera la 
transformación radical de este sistema de 
comunicación entre ambas instituciones, 
habilitando (jurídicamente hablando) una 
vía más dinámica y flexible. 

Por último, hemos podido comprobar co-
mo, muchas veces, las Ordenes judiciales 
de Internamiento se encuentran de alguna 
manera condicionadas por una casi total 
carencia de una red social de apoyo. Los 
enfermos mentales envueltos de una mane-
ra u otra en la maquinaria judicial, necesi-
tan, igual que el resto de la población, de 
unas redes sociales de apoyo, recursos 
que son, simultáneamente, olvidados y ne-
cesarios (44). De seguro que la potencia-
ción de este tipo de recursos beneficiará 
notablemente la atención a la Salud Mental 
(451, y, desde luego, facilitará el camino 
para la aplicación de medidas alternativas a 
los Internamientos (tanto las actualmente 
vigentes, como presumiblemente otras nue-
vas) por parte de los Tribunales (46). 

B) Internamiento forzoso de personas a la 
espera de ser juzgados (preventivos) 
Cometido un hecho delictivo por una 

persona, si se aprecian indicios de enfer-
medad, es posible, que la Autoridad Judi-
cial requiere a un facultativo (psiquiatra y/o 
médico forense) para su valoración psiquiá-
trica. 

Dos interrogantes de gran importancia 
se van a plantear, cuya respuesta será tras-
cendental para la decisión final que la auto-
ridad que instruya el caso, adopte: En pri-
mer lugar, El diagnóstico de enfermedad 
mental, puesto que de ello derivará el inter-
namiento o no del paciente. En segundo 

lugar, el dictamen sobre la peligrosidad del 
individuo. Las Leyes Procesales españolas, 
contienen aspectos relativos a esta proble-
matica, pero no hay una legislación clara y 
sistematizada en este sentido, por lo que 
pensamos que esta cuestión debería ser 
revisada. Tampoco existen unos criterios 
clínicos claros y bien desarrollados sobre 
ambas cuestiones, tema que está siendo 
objeto de estudio en la Cátedra de Psiquia-
tría de la Universidad de La Laguna, y cu-
yos resultados serán presentados en otro 
próximo trabajo. Otro tema relacionado, 
muy importante en la psiquiatría legal an-
glosajona, es de la capacidad para ser juz-
gado (47), que también consideraremos en 
otro trabajo. 

Creemos que, si se produjo el interna-
miento y el enfermo puede ser tratado an-
tes del juicio (asegurando así su aptitud pa-
ra él) debería procederse al alta y posterior 
traslado al destino que la Autoridad judicial 
determine. 

Si los facultativos no apreciaron pato-
logía mental, posiblemente el sujeto pase a 
Prisión. En este punto, entraríamos de nue-
vo en la problemática de la carencia de re-
des sociales de apoyo, y no parece que el 
sistema judicial, ni el sistema de salud men-
tal en nuestro país, como en otros (48) to-
me decidida responsabilidad en el cuidado 
de estos enfermos preventivos. 

El tiempo de permanencia del Preventivo 
en Prisión (o en el supuesto de que precise 
tratamiento psiquiátrico hospitalario, de in-
ternamiento, salvo que la indicación de este 
último finalice y se proceda a su traslado) 
va a depender en gran medida de la grave-
dad del delito supuestamente cometido por 
el individuo (como aproximación general, 
para los delitos más graves, el tiempo má-
ximo es de aproximadamente dos años, 
cuando la pena es superior a Prisión me-
nor, y según circunstancias, prorrogable a 
cuatro años) (49). 

El tema del Internamiento Involuntario de 
supuestos delincuentes enfermos mentales 
es un punto de lo más polémico y debatido, 
por cuanto se esgrimen argumentos en de-
fensa de los derechos del enfermo por un 
lado, incluyendo su derecho al tratamiento, 
y argumentos en defensa de la comunidad 
por otro, planteándose cuestiones éticas 
que muchas veces no tienen una  fácil solu- 
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ción (50, 51, 52, 53). 
C) Internamiento forzoso de penados pre-

sos y detenidos 
Los puntos planteables dentro de este a-

partado, quedan aclarados, a partir del aná-
lisis del Real Decreto 319/1988 de 30 de 
marzo, sobre asistencia hospitalaria extra-
penitenciaria y modificación del Reglamen-
to Penitenciario aprobado mediante Real 
Decreto 1201/1981 de 8 de mayo (54, 55). 

Los internos pueden ser asistidos en ca-
so de necesidad o de urgencia, en centros 
hospitalarios dependientes de Administra-
ción Públicas, en cuyo caso la Dirección de 
la correspondiente Administración peniten-
ciaria solicita su traslado, dando cuenta del 
mismo a la Autoridad Judicial de que de-
pendan, y al Juez de Vigilancia en el caso 
de los penados. 

La permanencia de detenidos, presos y 
penados en el centro hospitalario durará 
estrictamente el tiempo que requiera su co-
rrecto tratamiento, a juicio de los servicios 
médicos del Centro, quienes emitirán Alta 
Hospitalaria e Informe Clínico completo diri-
gido a los servicios médicos del estableci-
miento de destino. 

El traslado, vigilancia y custodia de los 
detenidos, presos y penados, correrá exclu-
sivamente a cargo de los Cuerpos y Fuer-
zas de Seguridad del Estado competentes, 
teniendo en cuenta las circunstancias del 
enfermo, las normas del funcionamiento del 
Centro Hospitalario y sin perjuicio de la inti-
midad que requiera la asistencia sanitaria. 

No se podrá exigir responsabilidad algu-
na en materia de custodia de los internos al 
personal de los Centros Hospitalarios. 
Proceder del médico de guardia 

Si el paciente procede de un estableci-
miento penitenciario: solicitará la petición 
de ingreso así como los informes clínicos 
que pudieran aportarle (sobre todo si es un 
supuesto de urgencia). 

Si no procede de establecimiento peni-
tenciario: será un detenido procedente del 
Juzgado. Se solicitará en este caso una 
orden expresa de internamiento clínico ex-
pendida por la Autoridad judicial competen-
te. Si, en supuestos de urgencia, no se a-
portara dicha orden (lo que ocurrirá con 
poca frecuencia) se deberá atender al dete-

nido ante la solicitud de los Cuerpos de Se-
guridad del Estado, que obviamente lo con-
ducirán, decidir su ingreso o no según el 
criterio clínico más apropiado, y ponerlo en 
conocimiento del Juez de Guardia, puesto 
que se ha recibido en calidad de detenido 
al paciente, procediendo a continuación co-
mo el Juez diga (55). En esto se diferencia 
del internamiento involuntario con Autoriza-
ción Judicial: la Autorización faculta, la Or-
den obliga. 
Breve referencia a la problemática del 
internamiento-tratamiento de toxicóma-
nos judiciales 

Ante el drogadicto delincuente, surgen 
diferentes criterios y maneras de apreciar la 
especial problemática que se plantea, toda 
ella encuadrable en la confrontación entre 
dos posturas básicas, reclusión contra tra-
tamiento, que no son más que la traducción 
práctica de dos parámetros con fuertes 
connotaciones sociales, coacción o libertad. 

Para los que propugnan la aplicación in-
discriminada de la pena privativa de libertad 
y, en consecuencia el ingreso del toxicóma-
no en prisión, hay que señalar junto con 
Prieto Rodríguez « el Derecho Penal no só-
lo debe permitir el tratamiento, sino, inclu-
so, fomentarlo y obtener la colaboración del 
directamente interesado» (56). 

A. Kreuzer, citado por Prieto Rodríguez, 
señala cuatro modelos de tratamiento: 
1. Incluir a los drogadictos, sin separación 

alguna y sin tratamiento terapéutico en 
los centros penitenciarios ordinarios. 

2. Separar totalmente a los drogadictos, si-
tuándolos en establecimientos «ad-hoc». 

3. Sistemas intermedios. 
4. Ingreso del drogadicto delincuente en 

centros de cumplimiento de penas espe-
cialmente previstos para ellos. 
En nuestro país, donde rige casi sin re-

servas el primer modelo, debería habilitarse 
un programa de estudio de la especial pro-
blemática de estos pacientes, procurando, 
como señala Freixa Santfeliu, «... preservar 
el cumplimiento de las leyes y disposicio-
nes vigentes, en cuanto a vigilancia y res-
tricción de libertad, sin que ello impida un 
correcto abordaje de su toxicomanía» (57). 

Pensamos, por tanto, que el tratamiento 
de toxicómanos que delinquen no tiene por-
qué llevar aparejado su internamiento, ya 
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que podrían habilitarse otras medidas alter-
nativas, que, partiendo de un enfoque tera-
péutico, tuvieran como objetivo la rehabilita-
ción del toxicómano y su posterior reincor-
poración social. 

Tarea, ciertamente nada fácil puesto que 
ha de chocar con graves inconvenientes y 
no menos problemas, la ausencia de moti-
vación es en todos los casos el primer y 
principal problema del tratamiento de una 
dicción y provoca, además un clima tera-
péutico dominado por la frustración y la re-
signación. Problemas en relación con el di-
agnóstico de dependencia, con el concepto 
de buen o mal resultado, o con la influencia 
de la intervención terapéutica sobre la his-
toria natural del drogadicto... (58, 59) hacen 
que sea imprescindible el abordaje urgente 
de toda la problemática (juridicomédi-
ca-social) que envuelve el tratamiento de 
este tipo especial de pacientes. 

Internamiento de larga estancia (la pro-
blemática de los enfermos crónicos) 

Poco tiempo después de la implantación 
del nuevo marco legal en torno a los inter-
namientos psiquiátricos, se comenzaba a 
denunciar la situación de algunos enfermos 
mentales crónicos que, aunque libres de 
síntomas, tienen un tal nivel de desocializa-
ción debido a su larga permanencia en ins-
tituciones psiquiátricas que resulta difícil su 
adaptación a la comunidad y, por lo tanto, 
el darles de alta. 

Inicialmente, se pasó a considerar a es-
tos enfermos institucionalizados como vo-
luntarios, exceptuando los casos en que 
claramente se tratara de un enfermo inca-
paz, instando a una revisión clínica de to-
dos ellos, con el objeto de realizar informes 
individualizados al Ministerio Fiscal, para 
que éste procediese o no con el oportuno 
expediente de incapacitación. 

Esta perspectiva no ha cristalizado en 
soluciones más que para una pequeña pro-
porción de la población total de enfermos 
de larga estancia. 

La misma Comisión de Legislación de la 
Asociación Española de Neuropsiquiatría 
que había denunciado la situación con an-
terioridad, concluye diciendo «se hace 
preci-so poner el mayor énfasis en regular 
la situación jurídica de los enfermos cróni-
cos y en garantizar realmente sus derechos 

constitucionales, aspectos tradicionalmente 
descuidados. En este sentido, será necesa-
ria la intervención del Ministerio Fiscal en 
las instituciones psiquiátricas, públicas o 
privadas» (4). La Instrucción 6(87 de la Fis-
calía General del Estado, parece dar res-
puesta a estos requerimientos, tanto en el 
orden civil como penal, cuando dice: «...da-
da la responsabilidad que tienen el Ministe-
rio Fiscal, en la defensa de estas personas 
más necesitadas de ayuda, intereso a to-
dos los fiscales: 
1. Que se de cumplida observancia a la cir-

cular 2184 de esta Fiscalía General. 
2. Que por lo menos cada seis meses, se 

revisen los internamientos de las perso-
nas ingresadas en establecimientos psi-
quiátricos, cualquiera que sea su deno-
minación, tanto con posterioridad a la 
Ley 13/83 como los ingresados al ampa-
ro de la legislación anterior... 

3. Que se realicen periódicas visitas a los 
establecimientos públicos y privados, 
que tengan ingresados enfermos psi-
quiátricos, revisando sus expedientes, 
con el fin de evitar posibles ingresos in-
debidos. 

4. Que se haga un especial seguimiento 
mediante la apertura de fichas individua-
les de las personas ingresadas en esta-
blecimientos psiquiátricos penitenciarios 
por causas tramitadas en el territorio de 
cada Fiscalía, con el fin de evitar la per-
manencia en estos establecimientos de 
personas que pudieran reintegrarse a la 
sociedad... 
Cada seis meses se elevará a la Fiscalía 

General del Estado una relación de perso-
nas ingresadas en estos Centros y las cir-
cunstancias que aconsejan su permanencia 
en los mismos (60)». 

Es de esperar que esta revisión periódi-
ca de enfermos psiquiátricos, junto a una 
deseable colaboración entre Hospitales Psi-
quiátricos y Fiscalía pueda poner al día, 
esta problemática. 

AI espíritu encomiable de protección de 
los más necesitados de ayuda y de máxima 
tendencia reintegradora que dimana de la 
lectura de la instrucción 6/87 hay que 
objetar un solo interrogante: ¿Qué va a 
suceder con las personas ingresadas en 
establecimientos psiquiátricos que no os-
tentan la condición de penitenciarios? Es 
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decir, dado que la mayoría de los estable-
cimientos psiquiátricos no son penitencia-
rios (aunque algunos de ellos, se vean 
obligados a asumir tal función) ¿Qué trá-
mite de seguimiento se ha estudiado para 
los enfermos ingresados en estos hospita-
les? 

Conclusiones y recomendaciones 
1. Debería revisarse el art. 211 del Código 

Civil, en el sentido de cubrir la ambigüe-
dad que en supuestos plantea, así como 
las lagunas legislativas que de su inter-
pretación se derivan. 

2. Deberían promoverse reuniones periódi-
cas entre Juntas de Jueces – Re-pre-
sentantes de Centros Psiquiátricos, a fin 
de estudiar criterios conjuntos de actua-
ción en materia de internamientos según 
las Provincias o Comunidades Autóno-
mas. 

3. Los internamientos psiquiátricos de en-
fermos mentales, así como el alta clíni-
ca, son actos médicos, controlados en 
ciertas ocasiones por la Autoridad Judic-
ial. 

4. Los Jueces deben desarrollar una inter-
pretación correcta y homogénea del art. 
211 del Código Civil. 

5. Debería desligarse por completo el tema 
de los internamientos del de la incapaci-
tación. 

6. El Ministerio Fiscal debería poner el ma-
yor énfasis en la cuestión de la revisión 
de expedientes de incapacidad en los in-
ternamientos de larga estancia, en forma 
individualizada. 

7. El Ministerio de Justicia, junto con el de 
Sanidad, deberían desarrollar un proyec-
to que englobara todos los internamien-
tos dentro del régimen general hospi-
talario, así como la potenciación y desa-
rrollo de redes sociales de apoyo. 

8. Sería conveniente el estricto cumpli-
miento de la legislación sobre Seguridad 
e Higiene en los establecimientos peni-
tenciarios. 

9. Debería crearse un comité de estudio 
para la especial problemática que plan-
tea el tratamiento de deshabituación de 
pacientes toxicómanos judiciales, en el 
sentido de ahondar (médica y jurídica-
mente) en la cuestión de tratamiento 
frente a reclusión de estos enfermos. 

Apéndice I: 
Articulado legislativo vigente en materia 
de internamientos psiquiátricos 
Código Civil (Ley 13/1983 de 24 de octu-
bre) 

Según el artículo 200: Son causas de 
incapacitación las enfermedades o deficien-
cias persistentes de carácter físico o psíqui-
co que impidan a la persona gobernarse 
por sí misma. 

Según el artículo 211: «El internamiento 
de un presunto incapaz requerirá la previa 
autorización judicial, salvo que por razones 
de urgencia hiciesen necesaria la inmediata 
adopción de tal medida, de la que se dará 
cuenta antes al Juez, y en todo caso, den-
tro del plazo de 24 horas. El Juez tras exa-
minar a la persona y oír el dictamen de un 
facultativo por él designado, concederá o 
denegará la autorización y pondrá los he-
chos en conocimiento del Ministerio Fiscal, 
a los efectos prevenidos en el artículo 
203».  

(El artículo 203 alude a que el Ministerio 
Fiscal deberá promover la declaración de 
incapacidad, en el caso de que (art. 202) el 
cónyuge o descendientes, ascendientes o 
hermanos no lo hubieran solicitado). 

Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 
269-4, el Juez, de ofició, recabará informa-
ción sobre la necesidad de proseguir el in-
ternamiento, cuando lo crea pertinente, y 
en todo caso cada seis meses, en forma 
igual a la prevista en el párrafo anterior, y 
acordará lo procedente sobre la continua-
ción o no del internamiento. 

(El art. 269-4, alude a que el tutor está o-
bligado a informar al Juez anualmente so-
bre la situación del menor o incapacitado). 

En suma, la responsabilidad del interna-
miento de enfermos mentales y el segui-
miento de su evolución, a efectos de decidir 
la suspensión del mismo corresponde al 
Juez. 
Código penal (Ley Orgánica 8/1983 de 25 
de junio) 

Según el artículo 8: están exentos de 
responsabilidad criminal: 
1. El enajenado y el que se halla en situa-
ción de trastorno mental transitorio, a no 
ser que éste haya sido buscado de propósi-
to para delinquir. 
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Cuando el enajenado hubiere cometido 
un hecho que la Ley sancionare como deli-
to, el tribunal decretará su internamiento en 
uno de los establecimientos destinados a 
los enfermos de aquella clase, del cual no 
podrá salir sin previa autorización del mis-
mo tribunal. 

Cuando el tribunal sentenciador lo esti-
me procedente, a la vista de los informes 
de los facultativos que asistan al enajenado 
y del resultado de las demás actuaciones 
que ordene, podrá sustituir el internamien-
to, desde un principio o durante el trata-
miento, o por alguna o algunas de las si-
guientes medidas: 
a) Sumisión a tratamiento ambulatorio. 
b) Privación del permiso de conducción o 

de la facultad de obtenerlo durante el 
tratamiento o por el plazo que se señale. 

c) Privación de la licencia o autorización 
administrativa para la tenencia de ar-
mas, o de la facultad de obtenerla, con 
intervención de las mismas durante el 
tratamiento. 

d) Presentación mensual o quincenal, ante 
el juzgado o tribunal sentenciador, del 
enajenado, o de la persona que legal o 
judicialmente tenga atribuida su guardia 
o custodia». 

2. El menor de 16 años. 
Cuando el menor que no haya cumplido 

esta edad ejecute un hecho penado por la 
ley, será confiado a los tribunales tutelares 
de menores. 
3. El que por sufrir alteración en la percep-
ción desde el nacimiento o desde la infan-
cia, tenga alterada gravemente la concien-
cia de la realidad. 

Cuando estas personas hayan cometido 
un hecho que la ley sancionare como delito, 
se les aplicará la medida de internamiento 
en un centro educativo especial, durante el 
tiempo necesario para su educación, del 
cual no podrán salir sin autorización del tri-
bunal. 

Cuando la evolución del tratamiento lo 
permita, esta medida será sustituida por al-
guna o algunas de las medidas del último 
párrafo del número 1 de este artículo». 

Según el artículo 9 del Código Penal: 
Son circunstancias atenuantes: 

1. Las expresadas en el capítulo ante-
rior, cuando no concurrieren los requisitos 

necesarios para eximir de responsabilida-
des en sus respectivos casos. 

En los supuestos de eximente incomple-
ta en relación con los números 1 y 3 del ar-
tículo anterior, el juez o tribunal podrá impo-
ner, además de la pena correspondiente, 
las medidas previstas en dichos números. 
No obstante, la medida de internamiento 
sólo será aplicable cuando la pena impues-
ta fuere privativa de libertad y su duración 
no podrá exceder de la de esta última. En 
tales casos, la medida se cumplirá siempre 
antes que la pena y el período de interna-
miento se computará como tiempo de cum-
plimiento de la misma, sin perjuicio de que 
el tribunal pueda dar por extinguida la con-
dena o reducir su duración en atención al 
buen resultado del tratamiento. 
Apéndice II 
Modelo para la comunicación a la autoridad 
judicial del internamiento involuntario de un 
enfermo mental 

Hospital/Unidad psiquiátrico de . . . . . . . 
El Dr. . . . . . . . . . . Psiquiatra en funciones 
de guardia en el Hospital/Unidad psiquiá-
trica de 
Informa: 
Que en el día de la fecha ha procedido al 
reconocimiento y valoración psiquiátrica de 
D./Dña ... .. . . . . . . ......... 
con d.n.i. . . . . . . . . . . . . Domiciliado en . . . 
. . . .. observando las siguientes 
manifestaciones psicopatológicas: 
Todas ellas indicativas de trastorno mental 
severo que requiere tratamiento en régimen 
de hospitalización psiquiátrica. 

Lo cual se hace constar a la Autoridad 
Judicial competente, a efectos de dar cum-
plimiento a los requisitos establecidos en el 
art. 211 del Código Civil y de que se prac-
tiquen los trámites que la Autoridad Judicial 
estime oportuno. 
En   , a  de   19 
Fdo.: 
 Psiquiatra de Guardia 

llmo. Sr. Magistrado-Juez de Guardia . .  
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